
cuarto se otorgarán, como máximo, al 25 por ciento de los
alumnos o participantes y serán incompatibles con la percepción
de cualquier otra beca o ayuda por el mismo concepto.            

III DE LOS CURSOS Y ACTIVIDADES ORGANIZADAS POR COLECTIVOS

ARTICULO SEXTO

Tendrán derecho a una reducción del 100% del pago del precio
público correspondiente, los colectivos, entidades o asociaciones
que reúnan las tres condiciones siguientes:

1.º— Realizar actividades o programas dirigidos a grupos sociales
marginados, disminuidos y aquellos otros que se declaren, por el
propio Consejero, de interés para el fomento y desarrollo de
actividades educativas, deportivas o juveniles en Extremadura.

2.º— Que los recursos humanos y medios materiales necesarios
para llevar a cabo el curso o jornadas sean aportados por el
colectivo, entidad o asociación.

3.º— Que sea expresamente solicitada por el representante legal
del mismo.

ARTICULO SEPTIMO

Se podrá reducir al 50% la cuantía del precio público fijado,
cuando, concurriendo las circunstancias señaladas en los puntos
1.º y 3.º del artículo anterior, el colectivo, entidad o asociación
interesado aporte, al menos, el 50% de los medios humanos y
materiales necesarios para llevar a cabo el curso o jornada, sin
llegar al 100%.

D I S P O S I C I O N  A D I C I O N A L

Los titulares de un carnet joven tienen derecho a un descuento
del 10% de Ios precios públicos fijados, en este Decreto.

Mérida, 17 de mayo de 1994.

El Presidente de la Junta de Extremadura
JUAN CARLOS RODRIGUEZ IBARRA

El Consejero de Economía y Hacienda
MANUEL AMIGO MATEOS

DECRETO 67/1994, de 17 de mayo, por el
que se aprueba el Reglamento de recaudación
de multas de la Comunidad Autónoma de
Extremadura.

El Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se
aprueba el Reglamento General de Recaudación establece que la
gestión recudatoria de las Comunidades Autónomas, de sus
tributos propios y otros recursos de derecho público, está
atribuida a las mismas, teniendo el citado Real Decreto carácter
supletorio, respecto del derecho autonómico, excepto cuando se
trate de la recaudación de los tributos cedidos para los que será
aplicable directamente. En todo caso, la competencia recaudatoria
corresponde a los órganos, servicios o Entidades que establezcan
las normas autonómicas.

La Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común regula en el Capítulo II del Título IX los principios del
procedimiento sancionador, estableciendo que la resolución que
ponga fin al procedimento sancionador será ejecutiva cuando
ponga fin a la vía administrativa.

El Decreto 9/1994, de 8 de febrero, aprueba el Reglamento
sobre procedimientos sancionadores seguidos por la Comunidad
Autónoma de Extremadura, estableciendo que la resolución
que ponga fin al procedimiento además de la sanción que
podrá imponer podrá declarar la exigencia de que el infractor
reponga a su estado original la situación alterada por la
infracción y la cuantía de los daños y perjuicios causados a la
Administración.

Procede en estos momentos regular el procedimiento para hacer
efectiva la recaudación de las sanciones, cuando éstas tengan
carácter pecuniario, de las indemnizaciones por los daños
causados y la recaudación por los gastos ocasionados cuando la
Administración realice, por cuenta de los sancionados, la
reposición de la situación alterada.

En virtud de lo expuesto, de conformidad con el artº 54.2 de la
ley 2/1984, de 7 de junio, del Gobierno y Administración de la
Comunidad Autónoma de Extremadura, a propuesta del Consejero
de Economía y Hacienda y previa deliberación del Consejo de
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Extremadura en su
sesión de 17 de mayo de 1994,
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D I S P O N G O

ARTICULO 1: AMBITO DE APLICACION:

1.— Se regula en el presente Decreto el procedimiento
administrativo de recaudación del importe de las multas
impuestas por la Administración de la Junta de Extremadura y de
sus Organismos Autónomos.

2.— Igualmente se seguirá este procedimiento para la recudación
de las indemnizaciones y otros gastos previstos en el artº 16.3
del Decreto 9/1994, de 8 de febrero, (D.O.E. n.º 17, de 12 de
febrero).

ARTICULO 2: COMPETENCIA SANCIONADORA:

Las multas serán impuestas por los órganos administrativos que
tengan atribuida tal potestad sancionadora por el ordenamiento
jurídico y serán notificadas conforme lo prevenido en él a los
interesados.

ARTICULO 3: COMPETENCIA RECAUDATORlA:

1.— Las resoluciones que contengan la imposición de multas y
que pongan fin a la vía administrativa, serán comunicadas a la
Consejería de Economía y Hacienda en el plazo de 10 días
naturales desde que hayan adquirido tal condición.

2.— Si el sancionado anunciase su intención de recurrir ante
la jurisdicción correspondiente, se comunicará así mismo tal
circunstancia.

ARTICULO 4: COMPETENCIAS DE LA CONSEJERIA DE ECONOMIA Y
HACIENDA:

La Consejería de Economía y Hacienda notificará al interesado la
forma, lugar y medios de pago para que en el plazo de un mes
ingrese el importe de la multa.

ARTICULO 5: ALEGACIONES DE LOS DEUDORES:

1.— Los deudores de la Hacienda Pública así requeridos
podrán aducir como motivos de oposición, en el referido plazo,
únicamente:

a) Motivos de invalidez en que haya podido incurrir por sí

mismo el requerimiento de pago efectuado y no derivados de
vicios cometidos por el acto que acuerda la imposición de la
multa.

b) Haberse pagado, debiendo indicar en qué Entidad y cuenta
se efectuó el ingreso, y acompañando copia del recibo de
ingreso.

c) Prescripción de la sanción.

2.— Los deudores deberán indicar, asímismo, si se ha deducido
recurso jurisdiccional, juzgado o Tribunal ante el que se ha
interpuesto y número de autos.

3.— Al deducirse las alegaciones se podrá solicitar la suspensión
de la ejecución del requerimiento. La suspensión será en todo
caso concedida siempre que se deposite o afiance en la Caja de
Depósitos de la Comunidad Autónoma, mediante las formas
prevista en el Decreto 25/1994, de 22 de febrero (D.O.E. n.º 24,
de I de marzo), la cuantía de la multa y el interés de demora
establecido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. Si se
garantiza mediante aval el mismo deberá expresar su carácter
solidario, que su plazo será el que dure el procedimiento de
requerimiento y que cubre la cuantía de la multa más los
intereses de demora que se generen.

4.— Por el hecho de presentar la solicitud de suspensión se
entenderá acordada ésta con carácter preventivo hasta que el
órgano competente resuelva sobre su concesión o denegación;
acuerdo que deberá adoptarse en el plazo de los diez días
siguientes a aquel en que tenga entrada en el registro la
solicitud. Si el acuerdo no se produjera en el plazo referido la
solicitud deberá entenderse desestimada.

5.— Si no se hubiera solicitado la suspensión o ésta no
prosperase la multa deberá ingresarse en el plazo que restare por
transcurrir del previsto en el artículo 4.

ARTICULO 6: TRAMITACION

1.— La Consejería de Economía y Hacienda resolverá sobre las
alegaciones deducidas, si se hubieren evacuado, notificando al
interesado su estimación o desestimación y, si se concedió la
suspensión, la incautación o no del depósito realizado. Igualmente
se notificará la resolución al avalista. La resolución pondrá fin a
la vía administrativa.
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2.— Transcurrido un mes desde la interposición del recurso sin
que recaiga resolución expresa deberá éste entenderse
desestimado, incautándose el depósito, si se realizó el mismo, en
la forma prevista en el artº 23 del Decreto 25/1994, de 22 de
febrero, (D.O.E. n.º 24, de 1 de marzo).

3.— De no producirse el ingreso en período voluntario en
los plazos previstos se procederá a su cobro por la vía de
apremio según lo establecido en el Reglamento General de
Recaudación.

ARTICULO 7: PRESCRIPCION:

El cobro de las multas impuestas por la Junta de Extremadura y
sus Organismos Autónomos prescribirá a los cinco años desde que
adquirieron firmeza o, en su caso, desde la notificación de la
última resolución atinente a su pago; salvo que las normas
reguladoras de la sanción establezcan un plazo mayor.

ARTICULO 8: APLAZAMIENTO Y FRACCIONAMIENTO:

1.— Podrá aplazarse o fraccionarse el pago de la sanción, previa
petición de los obligados, cuando la situación de su tesorería,
discrecionalmente apreciada por la Administración, les impida
efectuar el pago.

2.— Las cantidades aplazadas devengarán el interés de demora
establecido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.        

3.— El peticionario ofrecerá garantía en forma de aval solidario
con renuncia a los beneficios de excusión, orden y división de
entidades financieras, acompañando con la solicitud el
correspondiente compromiso expreso de estas entidades de
formalizar el aval necesario si se concede el aplazamiento o
fraccionamiento. No se admitirá ningún otro tipo de garantía.

La garantía cubrirá el importe del principal y de los intereses de
demora, más un 25% de la suma de ambas partidas. El aval
deberá ser por término que exceda, al menos, en seis meses al
vencimiento del plazo o plazos concedidos.

Respecto a la petición, tramitación, resolución y demás aspectos
no contemplados en este artículo se estará a lo establecido en
el Capítulo Vll del Título Primero del Reglamento General de
Recudación.

4.— Concedido el aplazamiento o fraccionamiento el aval deberá
ser depositado en la Caja de Depósitos de la Comunidad
Autónoma, siendo de aplicación el Capítulo Tercero del Título
Primero del Decreto 25/1994, de 22 de febrero, (D.O.E. n.º 24,
de I de marzo) y su normativa de desarrollo.

5.— Las peticiones de aplazamiento o fraccionamiento se
entederán desestimadas si en el transcurso de un mes no reciben
contestación expresa.

6.— La regulación establecida en este artículo será aplicables
para los aplazamientos y fraccionamientos solicitados tanto en
período voluntario como en período ejecutivo.

ARTICULO 9: COMPENSACION DE LAS MULTAS:

1.— Transcurrido el plazo de abono en periodo voluntario
establecido en el presente Reglamento podrá acordarse la
compensación de la sanción con deudas de la Junta de
Extremadura a favor del sancionado, excepto en el supuesto de
que en la tramitación de un recurso del interesado, se acuerde la
suspensión por el órgano judicial o administrativo, o se hubiera
presentado solicitud de fraccionamiento o aplazamiento.

2.— EI procedimiento por el que se acuerde la compensación
será el establecido en el artº 29 del Decreto 25/1994, de 22 de
febrero, y sus normas de desarrollo.

3.— La compensación se notificará al interesado y una vez
realizada se archivará el expediente junto con la resolución que
acuerde la compensación.

ARTICULO 10: RELACIONES CON LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA:

El Gabinete Jurídico de la Junta de Extremadura, comunicará a la
Consejería de Economía y Hacienda las resoluciones judiciales que
acuerden la suspensión de la ejecutividad de los actos
sancionadores por los que se inicia este procedimiento. Igualmente
comunicará las resoluciones judiciales que pongan fin al
procedimiento en cualquier instancia.

ARTICULO ll: INFORMACION A LAS CONSEJERIAS:

La Consejería de Economía y Hacienda remitirá con periodicidad
semestral información, en soporte magnético, a las Consejerías
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gestoras de la recaudación de las multas impuestas por los
órganos de ellas dependientes.

D I S P O S I C I O N  A D I C I O N A L:

En desarrollo de lo dispuesto en los artsº 40 y siguientes de la
Ley 2/1992, de 9 de julio, de Patrimonio de la Comunidad
Autónoma de Extremadura, en la venta de bienes inmuebles
patrimoniales a otras Administraciorres Públicas, territoriales o
institucionales, a organizaciones sindicales y patronales y a
instituciones benéficas, culturales o sociales sin ánimo de lucro,
podrá estipularse el aplazamiento de hasta el 80% del precio
total, por un período no superior a cuatro años, siempre y
cuando dicho precio total sea superior a un millón de pesetas.

D I S P O S I C I O N  F I N A L :

1.— En lo que no contradiga lo dispuesto en el presente
Decreto y en la normativa autonómica será de aplicación
supletoria lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación.

2.— La comunicación entre las distintas Consejerías y la
Consejería de Economía y Hacienda se realizará, siempre que
se mantengan las debidas garantías jurídicas, en soporte
informático.

3.— La Consejería de Economía y Hacienda podrá realizar
convenios con las Diputaciones Provinciales de Cáceres y Badajoz
y con la Agencia Estatal de Administración Tributaria para
encomendarles la gestión de la recudación en vía de apremio.

4.— El Decreto entrará en vigor a los dos meses de su
publicación en el Diario Oficial de Extremadura.

5.— La Consejería de Economía y Hacienda dictará las
disposiciones necesarias para el desarrollo del presente Decreto.

Dado en Mérida a l7 de mayo de 1994.

El Presidente de la Junta de Extremadura
JUAN CARLOS RODRIGUEZ IBARRA

El Consejero de Economía y Hacienda
MANUEL AMIGO MATEOS

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y COMERCIO

DECRETO 68/1994, de 17 de mayo, por el
que se establecen ayudas a los propietarios de
secaderos de maíz y/o arroz para paliar los
daños de la sequía en la Comunidad Autónoma
de Extremadura en la campaña 92/93.

El Decreto 68/1993, de ll de mayo, establece unas ayudas a las
cooperativas productoras de maíz y arroz como consecuencia de
la falta de actividad de sus secaderos en la campaña 92/93, ante
la imposibilidad de la siembra de estos cultivos por la escasez de
agua en los embalses de la región extremeña, a causa de la
sequía de éste y anteriores años.

Dicho Decreto se acoge a la «Propuesta de medidas de
solidaridad, con el sector agrario» que Ia Asamblea de
Extremadura aprobó el 29 de abril de 1993, en las que, en el
epígrafe I.II, se destina un volumen de recursos de 125 millones
de pesetas para la Iínea de ayuda antes aludida.

Por el presente Decreto se procede a ampliar los beneficios a
aquellos propietarios de secaderos de maíz y arroz que no hayan
podido acogerse al referido Decreto 68/1993, ya que los mismos
han sufrido las mismas consecuencias que las Cooperativas y SAT,
por la inactividad de sus instalaciones.

Por todo ello, a propuesta del Excmo. Sr. Consejero de Agricultura
y Comercio, previa deliberación del Consejo de Gobierno de la
Junta de Extremadura, en su sesión del día 17 de mayo de 1994
y en virtud de las atribuciones que me han sido conferidas,

D I S P O N G O

ARTICULO 1.º

El presente Decreto tiene por objeto paliar la pérdida de renta que
se origina a los propietarios de secaderos de maíz y/o arroz por la
paralización de la actividad de los mismos en la campaña 92/93.

ARTICULO 2.º

Los beneficiarios serán las industrias de secado de arroz y/o maíz,
ubicadas en Extremadura e inscritas en el Registro de Industrias
Agrarias que no tengan la forma jurídica de Cooperativa o Sociedad
Agraria de Transformación, cuya producción de arroz y/o maíz en la
campaña 92/93 haya sido inferior al 70% de la media de las tres
campañas anteriores, o inferior al 80% en el caso de que se trate
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